[image: image2.png]


[image: image2.png]
Resolución Conasev
Nº 100-2004-EF/94.10

 
 Lima, 17 de noviembre de 2004         
 
 VISTO: 
El Memorando N° 3671-2004-EF/94.20 de la Gerencia de Asesoría Jurídica de fecha 30 de septiembre de 2004 y oído el informe oral del representante de la Sociedad de Auditoria Chapoñan Prada & Asociados Sociedad Civil; 
CONSIDERANDO: 
 



Que, mediante Resolución N° 028-2004-EF/94.12 de fecha 27 de abril de 2004, el Tribunal Administrativo de CONASEV resolvió, entre otros, imponer a la Sociedad de Auditoria Chapoñan Prada & Asociados Sociedad Civil, en adelante la recurrente, una sanción de inhabilitación en el ejercicio de sus funciones con respecto a las personas que se encuentran bajo la supervisión y control de CONASEV por un período de tres (03) meses, al  haber incurrido en la infracción prevista en el numeral 1.4 del Anexo XII del Reglamento de Sanciones aprobado por Resolución CONASEV N°055-2001-EF/94.10, en adelante el Reglamento de Sanciones, que señala que constituye infracción muy grave: “Emitir dictamen o cualquier informe a que se encuentra obligada por la normativa o por requerimiento de CONASEV sin haberse sujetado a las Normas Internacionales de Auditoría en el desarrollo del examen o negar información que sea su deber revelar”;

 



Que, con fecha 20 de mayo de 2004, la recurrente interpuso recurso de reconsideración contra la Resolución N° 28-2004-EF/94.12, el cual fue calificado como de apelación conforme se señala en la Resolución N° 50-2004-EF/94.12 del Tribunal Administrativo de CONASEV;

Que, la recurrente fundamenta su recurso señalando resumidamente lo siguiente:

(a) Los numerales 28 al 30 de la resolución podían considerarse carentes de motivación, debido a que los mismos constituyen una reiteración de lo expuesto en el Informe Nº 360-2003-EF/94.55 de la Gerencia de Intermediarios y Fondos, los cuales no han merituado en forma adecuada los descargos y fundamentos expuestos;

(b) Se demostró al momento de la sustentación del dictamen haber presentado el Planeamiento de Auditoría;

En cuanto a la deficiencia del planeamiento manifiesta que en su opinión es un asunto de criterio;

(c) Se utilizaron procedimientos adecuados en la revisión de la letras de cambio, dado que como auditores recurrentes se 
había evaluado un eficiente control interno, no considerándose existencia de riesgo alguno, lo cual se demostró posteriormente con su cobranza;

(d) Se utilizó procedimientos alternativos como la circularización de saldos a los comitentes (deudores y acreedores), lo cual es una prueba sustantiva que alcanzó el 90% que se cubrió en dicho examen y que fue alcanzado en la sustentación del dictamen;

(e) De acuerdo al criterio profesional sobre las partes vinculadas sí se evidenció con los papeles de trabajo haber establecido la morosidad de saldos, cédula de trabajo, otras cuentas por cobrar, alcanzada en la sustentación del dictamen;

(f) Se demostró con papeles de trabajo que el saldo de caja y bancos analizado fue suficiente prueba y la conciliación con los Estados determina la razonabilidad del Estado de Flujos de Efectivo;

(g) La NIA 700 Punto 29 - Dictamen Modificado, permite cambios siempre y cuando no afecte la opinión del auditor, siendo que además no se efectuaron ajustes y reclasificaciones al Informe de Auditoría;

(h) Se demostró haber realizado procedimientos para determinar que el capital  mínimo al 28.12.2001 de S/. 646,089 se encontraba dentro del Límite Operacional (S/. 5 124 824) monto pendiente de liquidar, demostrándose que el examen efectuado a 04 meses (enero, julio, octubre y diciembre) determinó suficiencia ya que los indicadores patrimoniales se habían manejado con responsabilidad por parte de Finvest;

(i) La recurrente cumplió con las Normas de Auditoría Generalmente Aceptadas, NIA y demás disposiciones vigentes,y por lo tanto no se ha probado ningún incumplimiento, siendo una apreciación subjetiva la que se efectúa en la resolución impugnada;

(j) Ha quedado demostrado que existe Planeamiento de Auditoría y en cuanto al examen de las cuentas (valores negociables, cuentas por cobrar, estado de flujos y otras cuentas por cobrar comerciales) y la verificación de indicadores patrimoniales es una repetición de falta de procedimientos. También señala que se utilizaron procedimientos de acuerdo al alcance del examen teniendo en cuenta el conocimiento del control interno de Finvest. Agrega que igualmente ha quedado demostrado que se omitió en el dictamen anotar el año 2000 y que todos los Estados Financieros se presentaron comparados;

(k) Concluye señalando que el Tribunal Administrativo ha considerado que tales deficiencias no han constituido reparos significativos que contrasten con la opinión emitida en los Dictámenes de los Informes y no se ha evidenciado perjuicio ni existe evidencia que esta conducta haya tenido repercusión en el mercado. Refiere además, que no registra ningún antecedente de infractor, por lo tanto debe declararse fundado su recurso;

Que, las Normas Internacionales de Auditoría (NIA) contienen los principios básicos y procedimientos esenciales, que los auditores deben aplicar en el desarrollo del trabajo de auditoría, así también, establecen parámetros, lineamientos y pautas que uniforman las prácticas del contador en el desarrollo de la auditoría;

Que, en ese orden de ideas, se puede sostener válidamente que las NIA son de obligatorio cumplimiento en razón a que fueron oficialmente adoptadas por la profesión contable a través de los Congresos Nacionales de Contadores y el Consejo Directivo de la Federación de Colegios de Contadores Públicos (FCCPP);

Que, el Consejo Normativo de Contabilidad, mediante Resolución Nº 008-97-EF-93.01, publicada el 26 de enero de 1997, precisó que el Contador Público actúa de manera independiente, examinando y dictaminando información financiera, teniendo que cumplir por obligación profesional las NIA reconocidas por la profesión en los Congresos Nacionales de Contadores Públicos;

Que, el Reglamento de Información Financiera, aprobado mediante la Resolución CONASEV Nº 103-99-EF/94.10, establece que la auditoría de los estados financieros debe sujetarse a los requisitos y formalidades establecidas en las NIA vigentes en el país y en los entes reguladores; 

Que, igualmente las NIA establecen que el auditor deberá obtener evidencia suficiente y apropiada para poder extraer conclusiones razonables sobre las cuales basar la opinión de auditoría, tales evidencias comprenden la información que se deriva de los documentos fuentes;

Que, con relación a los argumentos de la recurrente sobre el planeamiento de trabajo, debe precisarse que la Resolución del Tribunal Administrativo Nº 028-2004-EF/94.12 no desconoce su existencia, por el contrario en base a su evaluación es que se determinó que la sociedad de auditoría no había desarrollado y acreditado con documentos los lineamientos requeridos en la sección 300 de las NIA, relativos a la identificación de los riesgos de auditoría, el plan global, el memorando de planificación y los programas de auditoría;

Que, es preciso señalar, que la NIA 300 se encuentra enmarcada en el contexto de auditorías recurrentes (párrafo 3) que define al planeamiento como el desarrollo de una estrategia general que enfoque la naturaleza, oportunidad y alcance de la auditoría, que se materializa en un documento que sirve para evitar dispersiones que  afecten la conclusión e informe de auditoría;

Que, respecto de lo manifestado por la recurrente en el extremo de que la calificación de la elaboración del planeamiento es cuestión de criterio, debe precisarse que las NIA destacan la importancia de la planificación como la primera etapa del proceso de auditoría que tiene como propósito asegurar un enfoque de las áreas importantes, identificando los problemas potenciales de manera tal que se puedan obtener conclusiones válidas y objetivas que sirvan de sustento en la opinión del auditor;

Que, en ese sentido, no resulta justificable que la recurrente no cumpla con los lineamientos requeridos en la NIA relativos al planeamiento, pues se trata de una fase importante del proceso de auditoría;

Que, en cuanto a la argumentación de la recurrente en el sentido que utilizó los procedimientos adecuados en la revisión de los títulos valores, debe señalarse que durante la revisión de los papeles de trabajo, ésta no pudo mostrar los procedimientos que había aplicado para determinar la validez de los saldos de la cuenta de valores negociables, ya que manifestó que había realizado el recuento físico de valores en forma visual y que además no preparó una cédula que contenga todos los datos de las letras, a pesar de la importancia de este activo, que representaba el 38% del activo total;

Que, la sociedad no evidenció en sus papeles de trabajo la aplicación de pruebas sustantivas a la partida de valores negociables (constituido principalmente por letras por cobrar), como comprobación de la existencia física de los valores que acrediten su propiedad, certeza de la correcta contabilización y valuación aplicadas sobre bases uniformes en relación con el periodo anterior, verificación de la adecuada presentación en los estados financieros y revelación de cualquier gravamen que exista sobre dichos valores. 

Que, la aplicación de las referidas pruebas permiten al auditor lograr la información y la comprobación necesaria para poder emitir su opinión profesional, considerando además la importancia de esta partida para conocer el origen de las letras de cambio y verificar la legitimidad de esa acreencia. En ese sentido, la recurrente incumplió el párrafo 2 del Tema 500 Evidencia de Auditoría que se señala que “El auditor deberá obtener evidencia suficiente y apropiada de auditoría para poder extraer conclusiones razonables sobre las cuales basar la opinión de auditoría;
Que, en cuanto a lo señalado por la recurrente respecto de que en las cuentas por cobrar comerciales se utilizaron procedimientos alternativos como la circularización de saldos de los comitentes para su análisis, debe precisarse que con este argumento se expone en forma errónea el procedimiento que debe aplicar un auditor en el examen a una cuenta por cobrar, el cual consiste en aplicar procedimientos sustantivos que tengan como objetivo verificar la existencia, integridad y derechos de los saldos deudores que registran los comitentes utilizando para ello las circularizaciones. Además, debe indicarse que en caso no se obtuviera respuesta a las circularizaciones corresponde aplicar procedimientos alternativos, que le permitan cumplir con su objetivo, considerando que la empresa intermediaria es la responsable de registrar y controlar las cuentas corrientes deudoras y acreedoras que se derivan de las operaciones de compra y venta de valores cuyos saldos determinaran si son derechos u obligaciones de la empresa;

Que, en el presente caso no se ha logrado demostrar la aplicación de procedimientos sustantivos y alternativos ante la falta de respuesta de los comitentes a las circularizaciones, por tal razón, el auditor no cumplió con la obtención de evidencia suficiente y apropiada según el párrafo 2 del Tema 500 Evidencia de Auditoría;

Que, además de la revisión de los papeles de trabajo de la  recurrente no se ha podido acreditar lo afirmado en el sentido que sí evidenció la existencia de morosidad de saldos referente a las otras cuentas por cobrar; 

Que, de otro lado es importante destacar que el examen de auditoría requiere de acuerdo con las NIA que las técnicas y procedimientos aplicados queden expuestos en los papeles de trabajo por quienes los realizan y supervisan, de manera que se exponga el seguimiento contable y las comprobaciones a fin de obtener evidencia suficiente de acuerdo con el párrafo 2 del Tema 500 Evidencia de Auditoría;

Que, no resulta válido sostener que la verificación del cumplimiento de las normas de auditoría se puede realizar en base a la manifestación en forma verbal, más aún tratándose de las cuentas por cobrar que incluía las transacciones con partes vinculadas y la morosidad de saldos, sin obtener las evidencias suficientes y apropiadas que sustenten la razonabilidad del saldo;




Que, en relación a los argumentos de la recurrente sobre el estado de flujos de efectivo, podemos señalar que, como se evidenció en la revisión de la sociedad de auditoría, ésta no pudo demostrar que había analizado la preparación del Estado de Flujos de Efectivo, el cual es, en gran medida el producto de seleccionar, reclasificar y resumir información ya contenida en el Estado de Ganancias y Pérdidas y el Balance, referidos a entradas y salidas de efectivo; con el objeto de ofrecer una visión de la forma en que se han obtenido los recursos en efectivo de la empresa y el destino de los mismos;

 


Que, para determinar la razonabilidad no es suficiente el cruce de saldos de Caja y Bancos y el Resultado del Ejercicio, sino que debe efectuarse pruebas tomando como base el movimiento de Caja y Bancos, verificando así los componentes y consignación de cifras, determinándose  por lo tanto las partidas que no constituyen flujos de entrada o salida de flujos de efectivo que ameriten;




Que, de otro lado, en cuanto a la afirmación de la recurrente sobre la supuesta falta de motivación de la Resolución N° 028-2004-EF/94.12 al constituir en parte (considerandos 28 al 30) una reiteración de lo expresado en el Informe Nº 360-2003-EF/94.55 de la Gerencia de Intermediarios y Fondos, conviene precisar que el hecho que la resolución impugnada haya recogido las conclusiones del citado informe  no significa que adolezca de motivación, por lo contrario debe considerarse que el mismo por contener soporte legal se encuentra debidamente motivado; 




Que, sobre el pedido de la recurrente de que se declare fundado su recurso de apelación debido a que las deficiencias advertidas no han constituido reparos significativos que hayan tenido repercusión en el mercado, y que la sociedad de auditoría no registra antecedentes; al respecto, debe precisarse que dicho petitorio no es amparable toda vez que como se ha establecido, las transgresiones a la normatividad en la que incurrió la recurrente requieren de una sanción que vaya acorde con la gravedad, siendo por ello que el Tribunal Administrativo al momento de imponer la sanción, y luego de aplicar los criterios establecidos en el artículo 348° de la LMV
, decidió inhabilitar a la recurrente por un plazo de tres meses en el ejercicio de sus funciones respecto a las personas que se encuentran bajo el ámbito de supervisión de CONASEV;




Que, en efecto, como se ha señalado en el presente caso, las infracciones en las que incurrió la sociedad de auditoría se encuentran implícitamente tipificadas en el numeral 1.4 del Anexo XII del Reglamento de Sanciones;

 



Que, el articulo 5° del Reglamento de Sanciones señala que las infracciones se encuentran clasificadas en muy graves, graves y leves;

 



Que, adicionalmente, conviene  precisar que el artículo 20° del citado reglamento enuncia las sanciones que se deberán imponer al infractor por la comisión de infracciones muy graves, estableciendo que para el caso de las personas señaladas en el inciso i) del artículo 343 del TUO de la LMV, se aplicarán, entre otras, las sanciones de destitución e inhabilitación;
Estando a lo dispuesto por el inciso t) del artículo 11° del Texto Único Concordado de la Ley Orgánica de CONASEV, aprobado por Decreto Ley N° 26126, modificado por la Ley N° 27649, así como a lo acordado por el Directorio de esta Comisión Nacional reunido en su sesión de fecha 11 de octubre de 2004;

SE RESUELVE: 

Artículo 1º.-
Declarar infundado el recurso de apelación interpuesto por Sociedad de Auditoria Chapoñan Prada & Asociados Sociedad Civil;  contra la Resolución del Tribunal Administrativo de CONASEV N° 028 -2004-EF/94.12. 

Artículo 2º.- Dar por agotada la vía administrativa.

Artículo 3º.- Disponer la publicación de la presente resolución administrativa en el Portal del Mercado de Valores de CONASEV.

Artículo 4º.- Transcribir la presente resolución a Sociedad de Auditoria Chapoñan Prada & Asociados Sociedad Civil y a la Bolsa de Valores de Lima.

Regístrese, comuníquese y publíquese.
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Lilian Rocca Carbajal 

Presidente

� Artículo 348° de la LMV.- Criterios a Considerar .- 


Las sanciones administrativas que se impongan deberán tomar en cuenta los antecedentes del infractor, las circunstancias de la comisión de la infracción, el perjuicio causado y su repercusión en el mercado, clasificándose de acuerdo a los mencionados criterios en muy graves, graves o leves.
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